
 
 

 

 

 

 

 

MODIFICACION DE LA LEY DE BASES DE RÉGIMEN LOCAL 

OCUPACION ILEGAL 

 

Al objeto de que los ayuntamientos puedan tener instrumentos que les permitan 

intervenir contra los efectos perjudiciales a la seguridad y a la convivencia ciudadanas 

que genera la comisión de conductas delictivas derivadas de la ocupación ilegal, se 

propone la modificación de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 

Régimen Local. 

Hay que recordar que la ocupación ilegal de inmuebles genera situaciones que no solo 

afectan al derecho a la propiedad privada (o al uso y disfrute de la misma) sino también 

a otros derechos e intereses, que son colectivos o de interés general. Nos referimos – 

en particular-- a los perjuicios en el ámbito de los vecinos que viven en la misma 

comunidad en la que se ubica la vivienda “okupada” y de los que afectan incluso al barrio 

o vecindario o a la colectividad, generando problemas de seguridad ciudadana. 

No debería hacer falta recordar que en demasiadas ocasiones el fenómeno “okupa” se 

desarrolla por individuos o grupos de delincuencia organizada, que actúan de forma 

planificada y con una finalidad lucrativa, aprovechándose de personas en situación de 

vulnerabilidad a las que se les ofrece la cesión lucrativa de pretendidos “derechos” sobre 

el uso de la vivienda, o “estableciendo” centros de distribución y tráfico de drogas, 

generando un gravísimo problema para las comunidades de vecinos que sufren el 

deterioro de convivencia que ello comporta. Tampoco podemos olvidar que ese 

fenómeno lucrativo puede ser todavía más sencillo, “limitándose” a extorsionar a los 

legítimos titulares para obtener una compensación económica como condición para que 

puedan recuperar su vivienda. 

En tal sentido, acudimos a la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 

Régimen Local. 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1985-5392 

Y lo hacemos para, en particular, introducir una adición al artículo 25.2, que determina 

el listado de las materias sobre las que el Municipio ostenta competencias propias (en 

los términos de la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas), de forma 

que se añadiera una nueva materia con la letra p): 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1985-5392


 
 

“2. El Municipio ejercerá en todo caso como competencias propias, en los 

términos de la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas, en 

las siguientes materias 

(…) 

p) la seguridad y convivencia ciudadanas en los casos de ocupación ilegal 

de inmuebles, sin perjuicio de las competencias que ostenten sobre la 

materia otros cuerpos y fuerzas de seguridad” 

 

 
Con esta sola previsión se habilita la intervención de la Junta Local de Seguridad a los 

efectos de habilitar procedimientos de colaboración entre los miembros de las Fuerzas 

y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

La Juntas Locales de Seguridad se crearon mediante el artículo 54 de la Ley Orgánica 

2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1986-6859 

“Artículo cincuenta y cuatro. 

1. En los municipios que tengan Cuerpo de Policía propio, podrá constituirse una Junta 

Local de Seguridad, que será el órgano competente para establecer las formas y 

procedimientos de colaboración entre los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad en su ámbito territorial. 

2. La constitución de dichas Juntas y su composición se determinará 

reglamentariamente. La presidencia corresponderá al Alcalde, salvo que concurriera a 

sus sesiones el Gobernador civil de la provincia, en cuyo caso, la presidencia será 

compartida con éste. 

Introduciendo entre las competencias propias de los municipios la relativa a la seguridad 

y convivencia ciudadanas en los casos de ocupación ilegal de inmuebles se habilita 

indirectamente a dichas Juntas sin necesidad de modificar su régimen jurídico, que por 

otra parte está previsto en esa disposición de Ley orgánica, pero desarrollado 

reglamentariamente en el Real Decreto 1087/2010, de 3 de septiembre, por el que se 

aprueba el Reglamento que regula las Juntas Locales de Seguridad. 

 

 
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2010-14479 

En tal sentido, no haría falta tampoco modificar las competencias de las Juntas Locales 

de Seguridad, que son lo suficientemente amplias como para actuar ante el fenómeno 

de la ocupación ilegal de inmuebles, a la vista de las previsión que el artículo 4 de dicho 

reglamento hace en cuanto a las competencias de las Juntas Locales de Seguridad: 

Artículo 4. Competencias. 

Las Juntas Locales de Seguridad, desempeñarán las siguientes competencias: 

a) Establecer las formas y procedimientos necesarios para lograr una coordinación y 

cooperación eficaz entre los distintos Cuerpos de Seguridad que ejercen sus funciones 

y competencias en el ámbito territorial del municipio. 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1986-6859
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2010-14479


 

b) Analizar y valorar la situación de la seguridad ciudadana en el municipio. En particular, 

conocer, analizar y valorar la evolución de la criminalidad y otros problemas que afecten 

al normal desarrollo de la convivencia en el término municipal. 

c) Elaborar el Plan Local de Seguridad; e impulsar la elaboración de planes conjuntos 

de seguridad ciudadana y de seguridad vial para el ámbito municipal correspondiente, 

evaluando su ejecución y resultados. Dichos planes recogerán las formas y 

procedimientos de colaboración entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad implicados, 

en el ámbito respectivo de cada uno. 

d) Proponer las prioridades de actuación, las acciones conjuntas y las campañas de 

prevención que contribuyan a la mejora de la seguridad ciudadana y la seguridad vial. 

e) Informar la propuesta de participación del Servicio de Policía Local con las Fuerzas y 

Cuerpos de Seguridad del Estado en las funciones de policía judicial, de conformidad 

con la normativa vigente y con los Acuerdos de Colaboración suscritos entre el Ministerio 

del Interior y el respectivo municipio. 

f) Evaluar y proponer la integración del Cuerpo de Policía Local en el Sistema Estatal 

de Bases de Datos Policiales, mediante la firma del correspondiente Protocolo entre el 

respectivo Ayuntamiento y el Ministerio del Interior. 

g) Arbitrar fórmulas que garanticen el intercambio fluido de toda la información que 

pudiera ser relevante para la seguridad ciudadana y el normal desarrollo de la 

convivencia en el ámbito local, entre las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que actúan 

en el término municipal. 

h) Acordar los planes específicos de colaboración y coordinación a desarrollar en el 

municipio con motivo de la celebración de eventos extraordinarios u otras situaciones 

que aconsejen la adopción de dispositivos especiales, con el objetivo de prevenir 

alteraciones del orden y garantizar la seguridad ciudadana. 

i) Promover la cooperación con los distintos sectores sociales, organismos e 

instituciones con incidencia en la seguridad ciudadana del municipio. Para ello, analizará 

y valorará los trabajos realizados en el Consejo Local de Seguridad, así como la opinión 

de las diferentes entidades sociales sobre los problemas locales relacionados con la 

seguridad y la convivencia, a fin de integrar en la actuación pública las preocupaciones 

y opiniones del tejido social del municipio. 

j) Conocer, en el ámbito de sus atribuciones, los conflictos e incidentes de competencia 

surgidos entre los Cuerpos de Seguridad del Estado y el respectivo Cuerpo de Policía 

Local. 

k) Cooperar con los servicios de protección civil, en los términos que se establezcan en 

la legislación y en el planeamiento en materia de protección civil. 

l) Efectuar el seguimiento de los acuerdos alcanzados, verificando su cumplimiento y 

evaluando sus resultados. 


